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3. Régimen de funcionamiento: las sesiones.

Secretario General de la Diputación Provincial de Zaragoza

SUMARIO
1. La sesión: clases y régimen de convocatoria. El orden del día. Los informes previos de adecuación a la legalidad. 

2. El curso de la sesión. El quórum de asistencia. Los asuntos a tratar; su debate. Ruegos y Preguntas.

3. La votación: sus clases. El quórum de adopción de acuerdos. 

4. La formalización de los acuerdos: el acta. El libro de actas. 

La regulación del funcionamiento de los órganos colegiados de las entidades locales es una de las materias más importantes del régimen local, 

ordenamiento jurídico local. De esa detallada, pormenorizada, y en ocasiones farragosa regulación es buena muestra el Decreto de 17 de mayo de 1952 
por el que se aprueba el Reglamento de Organización, funcionamiento y Régimen Jurídico de las Corporaciones locales, norma reglamentaria ya dero-

2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales 

-
ten prescindiendo total y absolutamente del procedimiento establecido o de las normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad 
de los órganos colegiados; de la necesidad de evitar impugnaciones por meros defectos de forma o por supuestos de anulabilidad del artículo 48 de la 
LPAC y de la preceptiva obligación de acreditar la voluntad de los órganos colegiados de forma adecuada a los principios que rigen la seguridad jurídica.

Sin embargo, como ha señalado certeramente C. Herrero1, la heterogeneidad es la norma que impera en la gran mayoría de los Ayuntamientos y 
que permite constatar una diversidad tanto de esquemas como de criterios en esta materia de funcionamiento de los órganos colegiados de las entidades 

una de las manifestaciones más claras y evidentes del principio de la autonomía municipal es, precisamente y no por casualidad, la potestad de autoor-
ganización. Es claro que la potestad de autoorganización de la LBRL ha de ejercitarse en el marco de los límites establecidos en la legislación estatal y 
en las legislaciones de desarrollo de las CC. AA., que, no obstante, no pueden invadir ni desconocer la potestad de autoorganización que la CE garantiza 
a la instancia municipal.

Parece obligado, en este momento, recordar el criterio del Tribunal Constitucional en su sentencia 214/1989, de 21 de diciembre, que declaró 
inconstitucionales, entre otros, al artículo 5 de la LBRL, singularmente por su carácter interpretativo, y que llevó a cabo una interpretación del sistema 

La razón de decidir la inconstitucionalidad es que los preceptos citados venían a eliminar la posibilidad de un espacio normativo para la legisla-

pueden contradecir a los Reglamentos Orgánicos Municipales. 

Esta previsión legal violaba el orden constitucional de distribución de competencias en esta materia que se funda en el reconocimiento de los 

La verdad es que resulta difícil comprender la interpretación que hace el TC de la distribución de competencias entre los poderes públicos terri-
toriales desde lo establecido en el artículo 149.1.18 de la CE, en materia de organización y funcionamiento de entes locales, dado que en ese precepto 
no se contempla al municipio.

F. Sosa Wagner2 entiende que los argumentos del TC pecan de sutileza, entendida esta, de acuerdo con el Diccionario, como dicho o concepto 

Comunidad Autónoma podía, en punto a organización complementaria municipal, ser desplazada por el humilde reglamento orgánico de una entidad 
local. Se establecía de tal modo un reducto indisponible para la autonomía local que se parapetaba así en lo organizativo, especialmente importante 

organización de muy surtida naturaleza... las competencias organizativas de los municipios han quedado abrasadas bajo la lupa de gran aumento con 

la organización y funcionamiento de los órganos de las Entidades locales, sea el reglamento orgánico el que diseñe las peculiaridades de cada entidad.

1  C. HERRERO POMBO

2  F. SOSA WAGNER, Manual de Derecho Local, Aranzadi, 4.ª Ed, Pamplona, 1999.
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-
tad de autoorganización manifestada en el Reglamento orgánico de cada Corporación, renunciando a establecer con carácter general una organización 
complementaria.

Aparece la LALA como una norma que renuncia a la regulación de desarrollo de la Comunidad Autónoma en esta materia.

1. LA SESIÓN: CLASES Y RÉGIMEN DE CONVOCATORIA, EL ORDEN DEL DÍA. LOS INFORMES PREVIOS DE ADECUA-
CIÓN A LA LEGALIDAD

El Pleno, como todos los órganos colegiados, funciona en r
de todos los integrantes que componen un órgano colegiado para manifestar la voluntad del mismo a través de la adopción de acuerdos. Por ello se ha 

. 

de ciertas prescripciones en cuanto al lugar, la fecha, la concurrencia a la misma, la convocatoria, el orden de asuntos a tratar, etcétera. 

La sesión es, en consecuencia, el momento más relevante —también el elemento más importante— del procedimiento colegial, entendido este 

El Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua después de recordarnos que el término sesión procede del latín , lo de-

. Es así pues que la sesión tiene mucho que ver con juntar y junta no es otra cosa que la reunión 
de varias personas para conferenciar o tratar de un asunto. 

Destacaba Manuel Jesús Núñez Ruiz3 que el término sesión: «denota, por tanto, una situación posicional de los asistentes, la de estar sentados, 

.

la ley a la hora de regular determinados aspectos de la misma. 

El objetivo fundamental del procedimiento colegial, y de la sesión, es ordenar la discusión libre de las personas que integran el colegio corpo-
rativo, que permita a los participantes el acuerdo o la aprobación de propuestas adecuadas. En otras palabras, la sesión viene a ser un método que hace 
posible la libertad ordenada de la deliberación de los miembros de la corporación. Decía un profesor latinoamericano, Reece B. Bothwell González4, 
que , y son perfectamente adecuadas al procedimiento colegial las con-
sideraciones que realizaba sobre el procedimiento parlamentario para resaltar que: 

-

de la voluntad del órgano colegial, y por ello es el momento cumbre del funcionamiento de cualquier órgano colegiado.

de la misma, su terminación; es decir, la sesión forma parte de un procedimiento —el procedimiento colegial— que como tal conoce distintas fases; 

cuantos documentos que sean necesarios o preceptivos. A la ordenación e instrucción del procedimiento pertenecen todas las actuaciones que nacen de 
los miembros de la corporación como consecuencia de la convocatoria, las mociones que formulen, los votos particulares o las enmiendas que presenten, 

del procedimiento pertenece, fundamentalmente, la acreditación de lo sucedido y acordado en la sesión, es decir, básicamente, la confección del acta de 
la sesión con la que se procede a dar testimonio de la misma. De manera que el acta se convierte en el documento administrativo donde se recogen de 
forma auténtica las deliberaciones del órgano colegiado de la entidad local.

de una entidad local, convocado por su presidente, que se constituye con las formalidades que determina la ley para la deliberación y resolución de los 

No se aprecian novedades importantes en los artículos 114 y 115 de la LALA en relación con lo que ha sido la regulación y la distinción, conocida 

El Derecho atribuye consecuencias o efectos jurídicos a determinados espacios o lugares. El lugar o el espacio en que se desarrolla una actividad 

el ámbito espacial dentro del que puede ejercer un órgano sus atribuciones y facultades, y su violación conlleva la nulidad absoluta del acto en cuanto 

con el lugar de celebración de las sesiones.

tiene lugar mediante signos lingüísticos, sino también mediante otra serie muy variada de signos no lingüísticos, entre los que se encuentra el espacio. 

El profesor Francisco González Navarro5

«Es innegable que el espacio habla, es decir que el espacio, como tal, y sin necesidad de que se empleen signos lingüísticos, es un signo capaz 

-

(con todo lo que

3  NÚÑEZ RUIZ, MJ: Régimen de sesiones de las corporaciones locales. Institución Fernando El Católico. Zaragoza, 1984.
4  BOTHWELL REECE, E.: Manual de procedimiento Parlamentario. Editorial de la Universidad de Puerto Rico. Puerto Rico, 1994.
5  GONZALEZ NAVARRO, F: «Los hechos jurídicos: el espacio, la naturaleza, la vida», en Portal del Derecho Iustel.com.
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-

—decía Aristóteles— que estuviese .

creación de la imagen pública o corporativa. En el Tratado de arquitectura de Marco Lucio Vitruvio Polión6, se puede leer que 
la curia deben quedar contiguos al foro, de manera que el conjunto de sus proporciones esté en consonancia con el mismo foro, y que en primer lugar 

Parece pues, que la dignidad institucional de las Entidades Locales requiere que sus sesiones se celebren en lugares adecuados. Dignidad que 
debe visualizarse en la sede institucional. Históricamente la sede institucional ha sido la Casa Consistorial, verdadero domicilio del Ayuntamiento.

Las Casas Consistoriales, según Luis Marqués Carbó7 -

«A medida que los pueblos se libraban del yugo señorial, surgían los palacios municipales que elevaban sus torres, como símbolo de fortaleza, 

agencia recaudatoria o archivo de papeles, sino que es también la sede de honor del Municipio, palacio de recepciones, exponente de vida, categoría 

Martínez8, en su Derecho Local en España, que una Ley promulgada en Toledo por los Reyes Católicos9 en el año 1580 impulsó grandemente la cons-
trucción de Casas Consistoriales. Decía así esta norma real:

«Ennoblécense las ciudades y villas en tener casas grandes y bien fechas, en que fagan sus Ayuntamiento y Concejos, y en que se ayunten las 

Regidores de las ciudades y villas de nuestra Corona Real y a cada una dellas que no tienen casa pública de Cabildo o Ayuntamiento para se ayuntar, de 
aquí en adelante, cada una de dichas ciudades y villas fagan su casa de Ayuntamiento y Cabildo donde se ayunten; sopena que en la ciudad o villa donde 

Lo cierto es que las Casas Consistoriales, como palacios públicos, representaban la conciencia ciudadana de su capacidad de autogobierno, de su 
libertad, con todas las precisiones que deban realizarse sobre el funcionamiento de los organismos concejiles; y sobre todo, la voluntad de reivindicar 
tales convicciones.

referencia la ley de los reyes Católicos. Hoy la referencia al lugar tiene más que ver con el principio de publicidad, transparencia y receptividad admi-
nistrativa que con la dignidad institucional.

que las sesiones se celebraran en la Casa Consistorial o en el Palacio Provincial que constituya la sede de la respectiva Corporación. En los casos de 

El artículo 85 del ROF, también establece que:

Cuando se trata de municipios que funcionen en régimen del concejo abierto, el artículo 11 del ROF señala que «Las asambleas vecinales se 

Esta regulación coincide con la tradición de nuestro Derecho Local. En el mismo sentido se pronunciaba el artículo 295 de la LRL y los artículos 
187, para los municipios, y 234 para las provincias, del ROF aprobado por Decreto de 17 de mayo de 1952. Incluso el artículo 188 de este reglamento 
se cuidaba de precisar que la Casa Consistorial debería radicar en la capitalidad del municipio.

En su artículo 114.310, insiste la LALA en que las sesiones deben celebrarse en la Casa consistorial o sede de la entidad local, o, en caso de fuerza 
11

que, en supuestos de relieve protocolario, las sesiones se celebren en lugar distinto. Conviene destacar la importancia que tiene el lugar de celebración 

efectividad del principio de publicidad de las sesiones que se regula en el artículo 118 de este cuerpo legal; y recordar, además, que la Ley 19/2013, de 9 
de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, ha completado, ampliado y reforzado la transparencia de la actividad 

6  VITRUVIO POLIÓN, L.M.: Los diez libros de Arquitectura. Alianza Editorial. Tercera reimpresión, Madrid, 2002.
7  MARQUÉS CARBÓ, L.: Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales (17 de mayo de 1952). Sugrañes Hnos, 

Tarragona, 1953.
8  BARROS MARTÍNEZ, E.: Derecho Local en España. Instituto Editorial Reus. Madrid, 1951. Obra citada por Luis Marqués Carbó y Manuel Jesús Núñez 

Ruiz, de quienes, a su vez, tomo la cita de la ley que se transcribe.
9  LOMBA SERRANO, C.: La Casa Consistorial en Aragón. Siglos XVI y XVII. Según Concepción Lomba «esta orden de los Reyes Católicos por la que se instaba a la 

construcción de casas concejiles en aquellas poblaciones que no las poseyesen, solo se promulgó para el reino castellano, e incluso en este reino hubo de ser nuevamente requeri-
da por Felipe II

10  V. el artículo 49 y la Disposición Final 7.ª del TRRL y también el artículo 85 del ROF.

11  Por razones obvias a lo largo del capitulo se harán diversas referencias al Reglamento Orgánico del Ayuntamiento de Zaragoza. La tramitación legal de este 
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pública, al regular y garantizar el derecho de acceso a la información relativa a aquella actividad y establecer las obligaciones de buen gobierno que 
deben cumplir los responsables públicos. En el mismo sentido la Ley 8/2015, de 25 de marzo, de Transparencia de la Actividad Pública y Participación 
Ciudadana de Aragón. 

Nada nuevo hay que notar en la 

Las sesiones ordinarias 12: una al mes 
en los Ayuntamientos de municipios de más de 20.000 habitantes, y en las diputaciones provinciales; cada dos meses, en los Ayuntamientos de los 
municipios de población entre 5.001 y 20.000 habitantes; y cada tres meses, en los municipios de hasta 5.000 habitantes. La novedad importante en el 
régimen de las sesiones ordinarias, que trae causa de la Ley 11/1999, de 21 de abril, es el establecimiento de una mayor periodicidad en la celebración 
de los Plenos municipales y en la obligación de dotar de sustantividad propia en la sesión a la parte dedicada al control de los órganos de la Corporación 
que recoge el artículo 117 de la LALA13.

La periodicidad de las sesiones ordinarias de la Comisión de Gobierno y de las Comisiones de estudio, informe o consulta, será la que acuerde 
el Pleno14.

Las sesiones extraordinarias se convocan con tal carácter por el Presidente de la Corporación, a iniciativa propia o a solicitud de la cuarta parte, 
como mínimo, del número legal de miembros que integran la Corporación, sin que ningún concejal pueda solicitar más de tres anualmente. En este últi-
mo caso, la celebración de la misma no podrá demorarse por más de quince días hábiles desde que fuera solicitada, no pudiendo incorporarse el asunto 

-

por el miembro de la Corporación de mayor edad entre los presentes. Así se establece en el artículo 116.3 de la LALA15.
16 

y el artículo 116.3 párrafo segundo, ambos de la LALA17. Veamos ambos preceptos.

El artículo 115.3 establece:

-

El artículo 116.3 dispone:

es decir, antes del 11 de diciembre, el Presidente debe convocar la sesión, y puede señalar como día de celebración hasta el 3 de enero de 200118. Sin 
embargo, si aplicamos lo dispuesto en el artículo 116.3 de la LALA puede apreciarse que el plazo de los quince días hábiles, que opera como límite para 

doce horas. Cierto que en algún supuesto el cómputo de plazos puede hacer coincidir el día de celebración de la sesión, pero el rigor que debe imperar 
en materia tan delicada obliga a considerar de aplicación lo dispuesto en el artículo 116.3 que recoge la legislación básica en esta materia.

entidades locales; correlativamente la ley establece la obligación del Alcalde a cursar la convocatoria en el plazo de cuatro días para que la sesión se 
celebre en el plazo de quince días hábiles a contar desde el día de la solicitud; si el Presidente no la convoca, transcurrido dicho plazo, queda automáti-

que se pueden solicitar. 

. En similares 

la corporación en los artículos 77 de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra; 128 de la Ley 14/1990, de 26 de julio, de 
reforma de la Ley 8/1986, de 18 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas de Canarias; 210 de Ley 5/1997, de 22 de julio, 
de Administración Local de Galicia; 115 de Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón; el 126 de la Ley 1/2003, de 3 de marzo, de la 

y de Régimen Local de Cataluña.

que ofrece diversas interpretaciones es la forma de entender el adverbio de tiempo  en el año de renovación de las entidades locales. Para 

14  V. artículo 128 y 129 de la LALA.

16  La LBRL no hace referencia a este plazo para convocar. Este precepto tiene su origen en el artículo 48 del TRRL y 78.3 del ROF, allí llegó procedente del artículo 
294.2 de la Ley de Régimen Local de 1955 y del 193.2 del ROF de 1952. Se ha esgrimido la necesidad de mantener este plazo porque permite, en el supuesto de que no se 
convoque, acudir a la vía de protección jurisdiccional de los derechos fundamentales, al considerar que la no convocatoria por el Presidente de la sesión afecta directamente 
al derecho fundamental al ejercicio del cargo de concejal. Sin embargo la Federación Española de Municipios solicitó, en su día, la eliminación de este plazo. Lo cierto es 
que hoy carece de virtualidad.

17  En realidad está contradicción es consecuencia de aquella azarosa mañana del 25 de marzo de 1999 en que las Cortes de Aragón aprobaron la Ley. Fue necesaria 
-

18  Téngase en cuenta que es de aplicación, en cuanto al computo de términos y plazos, lo dispuesto en los arts. 47 y 49 de la LPC.
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unos lo preceptivo y de rigor es interpretar la anualidad dentro de cada mandato19 corporativo, de forma que al concejal o diputado que renueve mandato, 
como consecuencia del proceso electoral correspondiente, no se le deben computar en ese año las solicitudes del mandato anterior. Esta interpretación, 

hasta que transcurra el primer año, el segundo y, así, hasta el cuarto año. También conforme a esta interpretación el miembro de la entidad local que 

último mandato y tres al primer año del nuevo mandato.

La verdad es que Diccionario de la Lengua de la Real Academia Española,  y por año entiende el 
 «período de 

. De manera que ambas interpretaciones son adecuadas a la literalidad de la norma. 

La opinión más generalizada, sin embargo es que 
, así lo 

20.

, lo que puede producir dudas acerca de la interpretación que deba darse a la forma 
de computar el número de solicitudes presentadas en el tiempo. En el artículo 44.1 del Reglamento Orgánico del Pleno del Ayuntamiento de Bilbao se 
establece: ; y en el mismo sentido el artículo 50.1 
del Reglamento Orgánico del Ayuntamiento de Madrid. Parece intuirse que, tanto el Ayuntamiento de Bilbao como el de Madrid, ha interpretado, en su 

, está haciendo referencia a año natural; es decir, al período de doce meses contado desde el día 1 de enero hasta el 31 de diciembre, 
ambos inclusive.

-
21 de 7 de julio de 1983, en la necesidad de evitar actuaciones de grupos minoritarios que 

-

antijurídico al ejercicio del derecho a participar en los asuntos públicos, pretensión que, igualmente, debe ser rechazada, pues, y al margen de la 
posible desconexión de este último precepto, con el que se estima conculcador, el establecimiento de unos límites cuantitativos para la presentación de 

-
tico de los Colegios Profesionales, ya que se evitan actuaciones de grupos supra-minoritarios que pudieran entorpecer la normal marcha de la Junta 

todas y cada una de las hojas que la conformen. 

22 de 24 de octubre de 2003, no puede ser enervada por meras razones formales, en concreto el fallo señala 
que:

-
to y régimen jurídico de las entidades locales, aunque los aquí recurrentes en algún momento anterior, como consta en autos, hubieren formulado peti-

-

-

la rúbrica del Presidente y el sello de la corporación en todas y cada una de las hojas del libro de actas en atención a su consideración de instrumento 
público. Y concluye el fallo que:

-

19 

ordinaria, hasta la toma de posesión de sus sucesores.

20  BLANQUER CRIADO, V.: El régimen de funcionamiento de los órganos colegiados. Base de datos de la editorial Tirant lo Blanch.

21  La STS conoció recurso interpuesto contra R. D. 24 julio 1982, por el que se aprueba el Estatuto General de la Abogacía y contra el acuerdo del Consejo de 
Ministros de 12 noviembre 1982, declarando inadmisible la reposición deducida por el defecto por falta de legitimación, recurso interpuesto al amparo de la Ley 62/1978. El 
TS lo desestimó, pues la disposición impugnada no afectaba a los derechos constitucionales cuya vulneración se alegaba.

22 
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dilucidar si en 
la confección de la solicitud han intervenido o no distintas impresoras ni tampoco el marco para valorar si las cuestiones a debatir han sido tratadas 

A la vista de este precepto reglamentario ha sido una opinión generalizada entender que no basta con que el escrito de solicitud realice una enu-

Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, ya que en la solicitud no se razonaban los asuntos sobre los que habría 
de versar la sesión extraordinaria solicitada, pues, como acertadamente argumenta la sentencia apelada, aun siendo cierta esta omisión, se trataba 

23 entiende que: 

único objetivo obstaculizar o entorpecer el normal funcionamiento del gobierno local por la excesiva abundancia de Plenos extraordinarios, resulta 
ajustada a derecho la negativa a convocar el Pleno, pues ese tipo de solicitud implica un uso abusivo y desviado del derecho a solicitar la celebración 

sesiones, o denegar incluso la convocatoria de su celebración cuando se trate de asuntos que no son competencia del pleno municipal y, obviamente, no 

En cualquier caso conviene saber que la mayoría de los reglamentos orgánicos municipales hacen referencia, en unos u otros términos, a la nece-

razone el asunto o asuntos que la motive. Dice el precepto:

-

no admite demora e impide cumplir la antelación de dos días hábiles con que debe convocarse el Pleno municipal, según dispone el artículo 116.1 de 
la LALA24. Conviene recordar que el plazo de los días hábiles es un plazo esencial, según la jurisprudencia del TS25, y su incumplimiento conlleva la 
nulidad de pleno derecho del acuerdo o acuerdos que se adopten en la sesión convocada sin observar dicho plazo. Es por esta razón que la convocatoria 

de la importancia del mismo; pero no es menos cierto que, desde la perspectiva del principio democratizador de las instituciones y de la necesidad de 
garantizar el estudio, informe o consulta de los asuntos que hayan de ser sometidos a la decisión del Pleno por parte de los miembros de las entidades 
locales, debiera evitarse la posibilidad de abusar de este tipo de convocatorias. 

urgencia de la convocatoria de los órganos colegiados.

El artículo 116 de la LALA aborda la regulación del régimen jurídico de la convocatoria de las sesiones; es decir, la citación a los miembros de 
los órganos colegiados de las entidades locales para que asistan a las correspondientes sesiones. Es, siempre, competencia del Alcalde o Presidente, y 

26, que incluye entre las atribuciones del Alcalde:

«Convocar y presidir las sesiones del Pleno, de la Comisión de Gobierno y de cualesquiera otros órganos municipales, y decidir los empates 

Debe recordarse que el Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración 

entre otras, la asistencia al Presidente en la realización de la convocatoria.

23  BLANQUER CRIADO, V.: El régimen de funcionamiento de los órganos colegiados. Base de datos de la editorial Tirant lo Blanch.
24 

25  STS de 12 de noviembre de 1997 entre otras.
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Desde la convocatoria, la documentación completa de los asuntos incluidos en el orden del día, que deban servir de base al debate, deberá estar 
a disposición de los miembros de la corporación en la secretaría27. 

La adopción de acuerdos sobre asuntos no comprendidos en la convocatoria es causa de nulidad28. 

-
pales se constituyen en sesión pública el vigésimo día posterior a la celebración de las elecciones de conformidad con el artículo 195 de la Ley Orgánica 

la sesión constitutiva de las Diputaciones Provinciales29.

forma que establece el artículo 81.2 del ROF.

El Orden del día
ella se adopten, aparece regulado en el artículo 117 de la LALA30. En el procedimiento para la adopción de acuerdos de cualquier órgano colegiado la 
determinación de los asuntos que deben ser adoptados en una sesión constituye un elemento necesario, imprescindible y trascendental desde el punto 
de vista de la interdicción de la arbitrariedad.

Solamente por medio de la información que transmite el orden del día, el concejal —o el miembro del órgano colegiado de la entidad que se trate: 
Diputación Provincial, Mancomunidad, Comarca, etc. — puede encontrarse en condiciones de participar y sentirse y ser no solo espectador o testigo de 
lo que acontece sino además prepararse para actuar. Cuando se tergiversa la realidad, se ocultan los hechos o se silencia el mensaje, se engaña al protago-

El artículo 47.2 del TRRL advierte de la importancia y relieve que tiene el orden del día en el funcionamiento del órgano colegiado cuando dis-
pone que . El incumplimiento de esta norma 
acarrea la nulidad de pleno derecho conforme a lo dispuesto en el artículo 51 del TRRL31 y el artículo 80.3 del ROF32.

«Order 
, aunque etimológicamente deriva del latín  acusativo de -

, entre orden y entendimiento. Santo Tomás de Aquino, el Doctor Angélico, solía 
repetir con gusto la frase aristotélica de que -
tal pues es uno de los más patentes de la naturaleza.

El Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua como la «determinación de lo que en el día de 
. María Moliner, en su Diccionario de uso del español,

al orden del día como lista de los asuntos que han de ser tratados en una reunión, consejo, asamblea, etc.

 orden del día, o si la forma correcta es 
día. Unos sostienen que, en caso de una  debería 
emplearse 
de un . 

En este sentido, Enrique C. Picotto33  y entiende que

pero también se utiliza la forma Así en el Reglamento Orgánico de la Diputación Provincial de A Coruña, en los artículos 55 y 60, se 
. También la Ley 8/1987, de 15 de abril, Municipal y de Régimen Local de Cataluña en su artículo 5.2 cuando regula el 

, si bien cuando establece el régimen de funcio-
namiento de los entes locales habla de .

Como su nombre indica estamos ante la enumeración detallada de los asuntos a tratar, ser objeto de debate y, en su caso, votación. Todos los actos 
que tienen lugar en la sesión deben amoldarse al orden del día. Tiene un carácter enunciativo e indicatorio. A él se ha referido el TS como «extracto 

. 

En todo caso, como indica el Manual del Alcalde de la Diputación Provincial de Valladolid34, la determinación del orden del día constituye una 
-

mental en la que han de quedar claramente determinados los asuntos sobre los que, en su caso, el órgano colegiado ha de adoptar acuerdos.

El artículo 80 del Reglamento Orgánico del Pleno del Ayuntamiento de Alicante enuncia adecuadamente la naturaleza de los diversos asuntos 
que deben incluirse en el mismo cuando dispone: 

resueltos, previa votación sobre los mismos; bien para ser puestos en conocimiento de la Corporación, o para que se lleve a cabo el ejercicio de control 

28  V. arts. 51 del TRRL y 83 del ROF.

29  V. lo dispuesto en el artículo 57.1 del ROF.

31  El artículo 51 del TRRL dispone: «Serán nulos los acuerdos adoptados en sesiones extraordinarias sobre asuntos no comprendidos en su convo-
catoria, así como los que se adopten en sesiones ordinarias sobre materias no incluidas en el respectivo orden del día, salvo especial y previa declaración de 

32  El artículo 80.3 del ROF tiene la misma redacción literal que el artículo 51 del TRRL.
33  PICOTTO, E.C.: «La Orden del Día algunas notas sobre su etimología y semántica». Puede consultarse en la página web personal del autor www.picotto.net

34  Promovido por el Servicio de Asistencia y Asesoramiento a Municipios de la Diputación Provincial de Valladolid y elaborado, en virtud de un 
Convenio de Colaboración entre la Diputación Provincial de Valladolid y la Universidad de Salamanca, por los profesores Dionisio Fernández de Gatta Sán-
chez y Alfredo Pérez Alecanrt.. Puede consultarse en la página web de la Diputación de Valladolid.
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-
miento para la adopción de acuerdos por el órgano colegiado de la entidad local, en el que relaciona de forma individualizada e inequívoca los asuntos 

una ordenación cronológica de las mismas en la deliberación de la sesión y establece el turno de debate de cada una de ellas en el ámbito temporal de la 

las sesiones de celebración periódica según el mandato legal. Sin el orden del día la convocatoria sería una mera invitación a participar en un acto social.

El orden del día debe ser redactado en forma clara, inequívoca y completa, con precisión en cada punto a considerarse, para que los miembros 
de la corporación conozcan previamente el verdadero alcance de las deliberaciones. El orden del día es la llave, el quicio fundamental, para el ejercicio 
del derecho a la información de los miembros de la entidad local.

La función del  es informar a los miembros de la corporación, sobre las materias que estarán sometidas a deliberaciones en la 
sesión, esto permite que puedan informarse con anterioridad y así tomar parte con conocimiento de causa. El orden de día también asegura a los miem-

indispensable tanto para la adecuada formación de la voluntad de cada uno de los miembros del órgano colegiado como para el ejercicio de la obligación 
de abstención, o del legítimo derecho de no asistir. 

efectivamente, el artículo 116.3 de la LALA35 previene:

del día propuestos por quienes las hayan solicitado sin que puedan incorporarse otros distintos si no lo autorizan expresamente los solicitantes en la 

Estamos ante una importante novedad que tiene su origen en Ley 11/1999, de 21 de abril. De siempre se ha entendido que en las sesiones 
convocadas a solicitud de miembros de la Corporación el Alcalde no puede enjuiciar la oportunidad de su celebración, ni tampoco valorar o ponderar 
la conveniencia de que se aborden los temas objeto de la convocatoria. Ahora bien, en la legislación básica de régimen local nada se decía sobre la 

La LALA, respondiendo aquí a esos nuevos conceptos más transparentes y actitudes más leales y democráticas para el municipio, corta por lo 

El orden de las sesiones debe ahora presentar la parte resolutiva con sustantividad propia y diferenciadora de la dedicada al control del Pleno 

36, 

importantes de las formas de control de los órganos de gobierno, como veremos la ley aragonesa reconoce la importancia de este instituto y lo eleva de 
la simple regulación reglamentaria; mediante la moción de censura a que hace referencia el artículo 22.3 de la LBRL y 197 de la LOREG, que se basa 

En cuanto a la puesta en conocimiento del Pleno de las resoluciones de la Alcaldía, o de sus delegados, hay que indicar que la misma tiene como 
objeto que la Corporación pueda ejercer sus funciones de control sobre las indicadas resoluciones mediante la formulación de ruegos o interpelaciones. 
Comparto la opinión de A. Ballesteros Fernández37

se agota con la información, por lo que el Pleno no puede promover debate, ni mucho menos, adoptar resolución alguna sobre las resoluciones de que 

El esquema del orden del día según la LALA y la Ley 11/1999, de 21 de abril, sería el siguiente: 

ORDEN DEL DÍA

1.º Aprobación del acta de la sesión anterior.

2.º Dictámenes de las Comisiones Informativas Municipales.

3.º Propuestas de los Grupos Municipales presentadas al amparo de lo establecido en el artículo 122.1 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Admi-
nistración Local de Aragón.

4.º Propuestas de los Grupos Municipales presentadas al amparo de lo establecido en el artículo 122.2 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Ad-
ministración Local de Aragón, así como asuntos de urgencia sometidos al Pleno municipal al amparo de los artículos 82.3 y 91.4 del Reglamento de 
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre.

5.º Dación de Cuenta de las resoluciones de la Alcaldía adoptadas desde la última sesión plenaria ordinaria, de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 42 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 2568/1986, de 
28 de noviembre.

36  El artículo 42 del ROF dispone que el Alcalde dará cuenta sucinta a la Corporación, en cada sesión ordinaria del Pleno, de las resoluciones que hubiere adoptado 

37  A. BALLESTEROS FERNÁNDEZ, -
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7.º Control y seguimiento de órganos de gobierno.

8.º Ruegos y preguntas.

Ya hemos indicado que la adopción de acuerdos no incluidos en el orden del día conlleva la nulidad de los mismos. Se trata, con esta sanción 
de nulidad, de garantizar la autenticidad, certidumbre y seguridad de la voluntad de los miembros de la Corporación. No estamos ante una mera o vana 
cuestión de formalidades. El artículo 23.2 de la CE garantiza no solo el acceso a las funciones y cargos públicos en condiciones de igualdad, sino tam-
bién que los que hayan accedido a los mismos se mantengan en ellos sin perturbaciones ilegítimas y los desempeñen de conformidad con lo que la ley 

ejercicio pudiera resultar mediatizado o impedido sin remedio jurídico. Pues bien, el orden del día garantiza, en su modesta aportación, el ejercicio de 
las funciones y cargos públicos en condiciones de igualdad en el complejo mundo municipal.

La LALA, advertida de la importancia de que no se traten asuntos en las sesiones que no se hallen incluidos en el orden del día, establece un 
38 que: 

Estamos, pues, ante un innovación acertada, conveniente y oportuna, porque tiende a garantizar el ejercicio de las funciones públicas y de las 

Regula el artículo 120 de nuestra ley39  Nada nuevo hay que destacar en esta materia. Recordar 
-

bondad y acierto del informe.

Es oportuno recordar la vigencia del artículo 4.2 del Real Decreto 2513/1982, de 24 de julio, que determina la antelación mínima de ocho días 
a la celebración de la sesión, añadiendo que si los corporativos solicitan el informe después del citado plazo y constase que aquellos no pudieron tener 
conocimiento de la propuesta de acuerdo antes de los diez días inmediatamente anteriores a la celebración de la sesión mediante la recepción del orden 
del día de la correspondiente Comisión Informativa, la Corporación no podrá adoptar acuerdo alguno de esa sesión sobre el asunto respecto del cual se 
solicitó el informe, sin perjuicio de incluir el asunto en el orden del día en otra sesión siguiente, convocada una vez transcurrido el plazo de ocho días 
para la emisión del informe solicitado.

2. EL CURSO DE LA SESIÓN. EL QUÓRUM DE ASISTENCIA. LOS ASUNTOS A TRATAR; SU DEBATE. RUEGOS Y PREGUNTAS
Comienza la ley aragonesa la regulación, propiamente dicha, de la celebración de la sesión haciendo referencia a la publicidad de la misma. La 

transparencia y la interacción son elementos clave en las relaciones entre la Administración, cualquiera que sea esta, y los ciudadanos. 

El artículo 118 de la LALA40, que regula la publicidad de las sesiones, contiene una interesante novedad. La norma general ha sido la publici-
41. Pues 

bien, nuestra ley local aragonesa, en un alarde de coherencia, declara públicas las sesiones de la Comisión de Gobierno en los asuntos en que actúe 
por delegación del Pleno. El planteamiento de la ley es impecable pero desde una perspectiva adjetiva, secundaria o procedimental; es decir, desde el 

las sesiones de la Comisión de Gobierno que fueran resolutivas y dejar como no públicas las que fueran de mera asistencia a la Presidencia.

El quórum de asistencia
les sustituyan, y la asistencia de un tercio del número legal de miembros de la Corporación, que nunca podrá ser inferior a tres. Así se establece en el 
artículo 119 de la LALA42. Quórum  —la palabra latina es el genitivo plural del pronombre relativo 
tanto como  o 

La palabra  es un cultismo que procede del latín y hace referencia al número de personas necesarias para poder celebrar una sesión y 
para adoptar determinados acuerdos. De ahí que se distinga entre  y  como hacen las Sentencias del Tribunal 

número de asistentes superior al requerido para deliberar. Esta distinción se encuentra, también, en la doctrina del Derecho Parlamentario43.

El sentido actual del término quorum parece provenir tribunales anglosajones llamado , sus miembros actuaban en 

sin la asistencia de la mayoría de sus integrantes —parece provenir tribunales anglosajones llamado , sus miembros actuaban en 

durante el siglo XVI, como condición de validez de las deliberaciones y decisiones del Parlamento británico, y fue adoptado en 1789 por la Constitución 
de Estados Unidos de América, y por la Constitución francesa de 1791.

Señalan Diego Valadés y José María Serna de la Garza, que el quórum atiende a la solución de dos problemas: por una parte, es una garantía del 
sistema representativo, en cuanto a que en las deliberaciones y las decisiones debe participar un número adecuado de representantes; por otro lado, es 

38  Hasta ahora, según lo dispuesto en el artículo 51 del TRRL y 83 del ROF, bastaba en estos casos con el quórum de la mayoría absoluta. En concreto el 83 del 

ordinarias sobre materias no incluidas en el respectivo orden del día, salvo especial y previa declaración de urgencia hecha por el Órgano correspondiente, con el voto favo-

39  V. arts. 92 LBRL; 28 LPC; 54, 162 a 164 del TRRL; 92, 172 a 175 del ROF; 3 del RJFHN, y en lo no derogado por estas disposiciones el Real Decreto 2513/1982, 

40  V. arts. 70.1 LBRL y 88 del ROF.

43  TOSSI SILVANO; Derecho parlamentario
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una garantía del sistema republicano, en cuanto a que las instituciones deben funcionar razonablemente. En esta medida, el número requerido para inte-
grar el quórum no debe ser tan reducido como para distorsionar la función representativa de un órgano colegiado, ni tan elevado como para entorpecer 
sus actividades.

En todo órgano colegiado es indispensable que determinado número de sus integrantes se encuentre presente para deliberar o para tomar de-

El quórum asistencial es, pues, el número requerido de asistentes a una sesión de cualquier para que sea posible su celebración. En el mundo 
municipal hispanoamericano se suele denominar a este quórum como  

Conviene hacer notar que el quórum de asistencia afecta directamente a la legalidad de la sesión. Sin que se dé la concurrencia que establece 
el precepto citado el órgano correspondiente no puede declararse constituido en sesión y, por consiguiente, no puede funcionar legalmente ni adoptar 
acuerdo alguno. No debe confundirse el quórum de asistencia con el de adopción de acuerdos que regula el artículo 126 de la LALA y que hace refe-

quórum durante toda la sesión fue establecida por la jurisprudencia del TS44. Debe recordarse que la asistencia a las sesiones es un deber45. 

La asistencia del Secretario y del Presidente es una condición imprescindible y esencial para que pueda desarrollarse la sesión. La sustitución 

Interventor, ni la LBRL ni el TRRL46. 

El buen desarrollo de las sesiones requiere el cumplimento de precisas prescripciones que ordenan la celebración de la sesión desde el inicio de 
la misma hasta su conclusión. La sesión discurre en un tiempo y en un espacio ordenado y determinado por una especie de halo de ministerio litúrgico, 
en sentido ritual o celebrativo. 

Tanto los aspectos más nimios, como es la ubicación de los miembros de la corporación en los distintos escaños, hasta los de mayor importancia, 

normas tienen una naturaleza estrictamente protocolaria, responden a esa percepción de las  —por contraposición a las «malas tra-
— a la que ya se hacía referencia el en el Arte de la Geometría de Euclides47.

bien o para mal, las cualidades personales de los miembros que participan en la misma —educación, conocimientos generales, la formación de las 
-

rrollo de la sesión. En la medida en que los asistentes conozcan y cumplan con honradez las normas del desarrollo de la sesión, el discurrir de la sesión 

Los asuntos a tratar son objeto de debate, que siempre ha de dirigir el Presidente y que versará sobre los dictámenes o propuestas que deban 
someterse a votación. En la terminología del régimen de funcionamiento es tradicional distinguir entre: dictamen, proposición, moción, voto particular, 
enmienda, ruego y pregunta. El artículo 97 del ROF48

que siempre se ha producido una importante confusión entre los miembros de la corporación en la utilización de esta terminología, que para algunos 
resulta ser una especie de nomenclatura que responde a una jerga corporativa solamente reservada a carismáticos, visionarios y apocalípticos; lo que 
da lugar en ocasiones a no pocas discusiones chuscas. En determinados reglamentos orgánicos es costumbre obligar al miembro de la corporación que 

49 establece 

50

de los documentos o intervenciones.

Las propuestas de resolución

en el supuesto de que no se hayan constituido grupos, y si se presentan antes de la convocatoria se incluirán en orden del día; en otro caso, se votará su 
urgencia, como requisito previo a su debate y votación.

Novedad de matiz, pero muy interesante en la práctica del día a día municipal, es la que se regula en el artículo 121 en relación con las enmien-
das. El ROF, en su artículo 97.5, establece con toda claridad que la enmienda debe presentarse por escrito antes de iniciarse la deliberación del asunto. 

44  V. entre otras la STS de 18 de febrero de 1983.

45  V. artículo 105 de la LALA.

Ahora bien del ROF, en su artículo 94.3 y 92.2, así como del RJFHN, en su artículo 4, parece deducirse que el Interventor debe asistir a las sesiones.

47  Según se recoge en el Poema Masónico, o Manuscrito Real (Regius).
-

lizará la siguiente terminología: 1. Dictamen
un acuerdo a adoptar. 2. Proposición, es la propuesta que se somete al Pleno relativa a un asunto incluido en el orden del día, que acompaña a la convocatoria, en virtud de 

Moción, es la 
propuesta que se somete directamente a conocimiento del Pleno al amparo de lo prevenido en el artículo 91.4 de este Reglamento. Podrá formularse por escrito u oralmente. 4. 
Voto particular
el día siguiente a su aprobación por la Comisión. 5. Enmienda
escrito presentado al Presidente antes de iniciarse la deliberación del asunto. 6. Ruego, es la formulación de una propuesta de actuación dirigida a algunos de los órganos de 
gobierno municipal. Los ruegos formulados en el seno del Pleno podrán ser debatidos, pero en ningún caso sometidos a votación. Pueden plantear ruegos todos los miembros 
de la Corporación, o los grupos municipales a través de sus portavoces. Los ruegos podrán ser efectuados oralmente o por escrito y serán debatidos generalmente en la sesión 
siguiente, sin perjuicio de que lo puedan ser en la misma sesión que se formulen si el Alcalde o Presidente lo estima conveniente. 7. Pregunta, es cualquier cuestión planteada 
a los órganos de gobierno en el seno del Pleno. Pueden plantear preguntas todos los miembros de la Corporación, o los grupos municipales a través de sus portavoces. Las 
preguntas planteadas oralmente en el transcurso de una sesión serán generalmente contestadas por su destinatario en la sesión siguiente, sin perjuicio de que el preguntado 
quiera darle respuesta inmediata. Las preguntas formuladas por escrito serán contestadas por su destinatario en la sesión siguiente, sin perjuicio de que el preguntado quiera 
darle respuesta inmediata. Las preguntas formuladas por escrito con veinticuatro horas de antelación, serán contestadas ordinariamente en la sesión o, por causas debidamente 
motivadas, en la siguiente. 

50 
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del asunto o en una adición al mismo, según una tradición municipal que arranca del artículo 205 del 
ROF de 1952.

El voto particular
desea que las discrepancias de los integrantes de las comisiones informativas se sustancien a través de los votos particulares. Nada se nos dice sobre la 
forma de presentar estos votos.

debate antes de ser sometidos a votación. Los votos particulares y las enmien-
das se debatirán en primer lugar, para pasar después a la discusión del dictamen o informe. Nada dice el ROF sobre en qué momento deben debatirse 
los votos y las enmiendas. Entiendo que siempre ha de conocerse el dictamen antes de la deliberación sobre el voto o la enmienda; pues, en otro caso, 
no tendría sentido la discusión previa del voto o enmienda. Este precepto sistematiza el régimen interno de las sesiones, y viene a regular el guión que 
el Presidente de la Corporación debe seguir en el transcurso de la sesión municipal. 

La deliberación de los asuntos es imprescindible para la correcta formación de la voluntad de los órganos colegiados. Los principios que presi-
den la deliberación de los asuntos son: el respeto por la opinión de todos los miembros de la corporación, la corrección, la cortesía y la interdicción de 
la personalización de las controversias. Imprescindible resulta, igualmente, que la dirección y conducción del debate por la presidencia se realice con 
agilidad, aunque garantizando la posibilidad de que todos los concejales puedan emitir sus opiniones en condiciones de igualdad.

Un papel insustituible representa en este asunto la Junta de Portavoces. Convocada una sesión, el Alcalde debe citar a la Junta de Portavoces 
para tratar de la ordenación de los debates de la misma. Ese es el mensaje que contiene el artículo 113 de la LALA. Los portavoces deben anunciar en 
la misma las intervenciones de los Concejales de su respectivo grupo. Los portavoces deben lograr un consenso en esta reunión, para ordenar los deba-

En las sesiones ordinarias es tradición que la parte estelar, en ocasiones rica y preciosista, sea la dedicada a los ruegos y preguntas. El artículo 127 
de la LALA regula esta materia. Los ruegos y preguntas son uno de los institutos más importantes de las formas de control de los órganos de gobierno. 
La ley aragonesa reconoce la importancia de este instituto y lo eleva de la simple regulación reglamentaria -hasta ahora únicamente regulado en el ROF 

que lo entiende nuestra CE en su artículo 111, que regula el sometimiento del Gobierno a las interpelaciones y preguntas que se le formulen en las Cá-
maras. S. Iranzo Maraguat51

un medio de control accesible, sin especial trámite, a todos los miembros corporativos integrantes del pleno municipal y, por tanto, singularmente idóneo 

de los miembros corporativos que el Alcalde o Presidente no puede desconocer.

Los ruegos son peticiones que se dirigen a los órganos de gobierno en relación con asuntos que sean de competencia municipal. Habitualmente 
son propuestas de actuación municipal de la más variada índole que suelen terminar, en ocasiones, en propuestas de acuerdo. No dan lugar a debate ni 
deliberación pues no son objeto de inclusión diferenciada en el orden del día, ni siquiera en el supuesto de que se presenten por escrito. 

Pese a que se ha discutido la utilidad o conveniencia de esta posibilidad de rogar o solicitar determinadas actuaciones municipales en una sesión 
plenaria, al no poder adoptarse ningún acuerdo sobre la súplica que se eleva al gobierno municipal, creo que esta práctica encaja perfectamente en el 
modelo de organización y funcionamiento que el llamado Pacto local quiere para el gobierno de las entidades locales.

La pregunta es una solicitud de información sobre hechos, situaciones, actuaciones o acaeceres municipales. Ni se puede, ni se debe, formular 
preguntas que susciten o promuevan cuestiones de índole personal. Es obvio que, cuando se pregunta, se solicita una información cuya respuesta se 
quiere que sea pública o al menos que se dé en público por el interpelado.

Se discutía, al amparo de lo que establece el artículo 97.7 del ROF, si las preguntas se pueden formular a cualquiera de los Concejales de forma 
individual, ya que el precepto citado alude a que la pregunta se dirige a los órganos de gobierno. A la luz del artículo 127.2 de la LALA no cabe ninguna 
duda acerca de que las preguntas se pueden formular al Alcalde, miembros de la Corporación con atribuciones delegadas y órganos colegiados.

Cuestión diferente es si pueden plantearse preguntas de contenido jurídico. L. Chacón Ortega52 entiende que no. Sin embargo, no parece que 

tengan relación con su función de asesoramiento.

Las preguntas formuladas oralmente en el transcurso de una sesión serán contestadas en la sesión siguiente, salvo que el interpelado dé respuesta 
inmediata. Si la pregunta se formula por escrito veinticuatro horas antes, como mínimo, del inicio de la sesión, deberá contestarse en el transcurso de la 
misma, salvo que el destinatario de la pregunta solicite su aplazamiento para la sesión siguiente.

En algunos reglamentos orgánicos municipales se suele distinguir entre preguntas o interpelaciones. En el ROF de 1952 se utilizaban indistin-
tamente ambos términos. Sin duda esta práctica tiene su origen en el Reglamento del Congreso de los Diputados53 y en el del Senado, que diferencian 

Abre la LALA la posibilidad de que puedan formularse preguntas a responder por escrito54

persigue entorpecer el funcionamiento normal de las entidades locales mediante la formulación conjunta, y en unidad de acto, de un tropel u oleada de 
preguntas con el animo de paralizar, baldar y estorbar el diligente funcionamiento de la Administración Local. Bien es cierto que semejantes prácticas 

Los aspectos del funcionamiento de la sesión son los que suelen hacer necesario, en la práctica municipal, la aprobación de un reglamento orgá-
nico en que se contemplen todas y cada una de las pequeñas e importantes cuestiones del discurrir público del colegio corporativo. Conviene advertir, 

51  S. IRANZO MARAGUAT

52  L. CHACÓN ORTEGA

53  La organización y funcionamiento del Congreso de los Diputados y del Senado se regula en sus reglamentos. El Reglamento del Congreso de los Diputados es de 

54  Parece inspirarse la LALA en el artículo 102 de la Ley 8/1987, de 15 de abril, Municipal y de Régimen Local de Cataluña, que abre la posibilidad de que las 
preguntas sean contestadas por escrito.
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no obstante, para conocimiento de gente avisada que se vea en la obligación de afrontar una regulación de tales aspectos, que, por más interés que se 
nicipal, será difícil que se logre agotar la riqueza de aspectos que 

la misma ofrece55 .
A título meramente indicativo, creo que deben regularse en el marco del reglamento orgánico, en el ejercicio de la potestad de autoorganización; 

o bien adoptar un acuerdo municipal que contemple el régimen de control del equipo de gobierno, y las siguientes cuestiones: número de preguntas y 
ruegos a presentar por cada grupo municipal o por el conjunto de concejales que integran un grupo municipal en una sesión, tiempo que destinará el 
Pleno municipal al apartado de ruegos y preguntas o tiempo para cada una de las preguntas, régimen del requerimiento de presencia e información en 
el Pleno municipal de miembros corporativos que ostenten delegación, debate sobre la gestión de la Comisión de Gobierno, declaración de lesividad de 
resoluciones y acuerdos y normas sobre el seguimiento de la gestión del Alcalde, Comisión de Gobierno y Concejales que ostenten delegación.

Sobre la posibilidad de adoptar acuerdos sobre estas materias o si es necesario acudir al reglamento orgánico, entiendo que la potestad de autoor-

estatal y en las legislaciones de desarrollo de las CC. AA., y que, tratándose de una cuestión que no afecta a la estructura organizativa de la entidad local, 

regularse el régimen de control del equipo de gobierno mediante acuerdo municipal.

3. LA VOTACIÓN: SUS CLASES, EL QUÓRUM DE ADOPCIÓN DE ACUERDOS

asuntos que se somete a la consideración del órgano colegiado correspondiente. El procedimiento de la votación se halla, además, estrechamente ligado 
al régimen de impugnación de los acuerdos.

Se considerarán aprobadas por asentimiento las proposiciones que no susciten objeción u oposición, señala el artículo 123.2 de la LALA. Lo 
normal es que en la mayoría de los asuntos de trámite no se suscite debate. Nuestra Ley, sin embargo, se aparta de lo que establece el artículo 93 del 

56. Las votaciones, una vez 
iniciadas, no pueden interrumpirse, y durante el desarrollo de ellas ningún miembro de la Corporación podrá incorporarse a la sesión ni abandonarla. La 
ausencia de uno o varios concejales, una vez iniciada la deliberación de un asunto, equivale, a efectos de la correspondiente votación, a la abstención. 

El voto es indelegable tal y como se desprende del artículo 124 de la LALA y se dice con claridad en el artículo 99.5 del ROF. Es una consecuen-
cia del estatuto individual de los miembros de la corporación que trae causa del derecho al acceso en condiciones de igualdad a los cargos representativos 

Los concejales deben abstenerse57 de participar en la deliberación, votación, decisión y ejecución de cualquier asunto en que tengan interés direc-
to. La actuación de los miembros de las Corporaciones locales en que concurran las mencionadas circunstancias podrá suponer, si ha sido determinante, 
la invalidez de los actos en que hayan intervenido. Se recoge así la doctrina de la jurisprudencia del TS que venía entendiendo que solo cuando el voto 
de quien hubiera debido abstenerse resultara determinante quedaba el acuerdo viciado de nulidad.

 Tres clases de votaciones establece el artículo 125 de la LALA: ordinarias, nominales o secretas. Con carácter general, se utilizará la votación 
ordinaria, salvo que la Corporación acuerde para un caso concreto la votación nominal. Será secreta la votación para la elección o destitución de perso-
nas y podrá serlo cuando lo sea el debate de un asunto y así lo acuerde la Corporación.

Por votación ordinaria58 -

nombres de los que emitieron los votos.
Son nominales aquellas votaciones que se realizan mediante llamamiento por orden alfabético de apellidos y siempre en último lugar el Presi-

59.
Son secretas las que se realizan por papeleta que cada miembro de la Corporación va depositando en una urna o una bolsa. Es una votación 

abs

-

57  V. arts. 108 LALA; 73, 76 LBRL; 10, 21, 47, 67, 182 a 185 ROF.

59  V. artículo 101 del ROF.
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Cada vez que se renuevan las Corporaciones Locales se plantea la clase de votación que debe aplicarse para la elección de alcalde o presidente. 
La mayoría de los Secretarios, por todos J.L. Rodríguez Rodríguez y J.M. Corella Monedero60, opinamos que debía aplicarse el sistema de votación 

61. Con lo dispuesto en el artículo 125 de la LALA ya no queda nada que discutir; la 
elección del Alcalde se hace por votación secreta.

Conviene decir, sin embargo, que la votación secreta para la elección de Alcalde carece de sentido en un régimen de funcionamiento que se inspi-

62.

Para la aprobación de los distintos asuntos que se someten a deliberación del órgano colegiado y a su votación, se precisa determinado número 
de votos, lo que nos lleva al tema del cómputo de las mayorías o del quórum de la adopción de acuerdos.

-

especial de dos tercios.
63, el número de votos 

que constituye mayoría absoluta en cada municipio resulta de la determinación de miembros que corresponden a cada entidad local por aplicación del 
-

64, a tres supues-

la solicitud de dispensa de los servicios obligatorios y la aprobación de ordenanzas reguladoras de los aprovechamientos de bienes comunales, así como 
la cesión de su aprovechamiento.

número de hecho de miembros que integran la Corporación y, en todo caso, mayoría absoluta de su número legal. En este caso no hay que superar los 

a cada corporación conforme a los artículo 179, 201 y 204 de la LOREG. El artículo 106 del ROZ regula el número de hecho de la siguiente forma:

«El número de hecho de los miembros de la Corporación es igual al número legal, menos el número de vacantes en el cargo de Concejal existen-
tes en el momento de la votación, bien porque no se haya presentado a cubrir la vacante, provisto de su credencial, el nuevo Concejal electo, dispuesto 

Es oportuno señalar que esta materia tiene carácter básico según la STC de 12 de noviembre de 1993.

4. LA FORMALIZACIÓN DE LOS ACUERDOS: EL ACTA, SU APROBACIÓN. EL LIBRO DE ACTAS

Los artículos 132, 133 y 134 de nuestra ley local abordan la formalización de los acuerdos. En el primero de ellos se regula el acta municipal 

algo grandilocuentes de R.A. Arnanz Delgado65

Parece correcto que la Ley haya regulado el acta, no lo hace la LBRL66, si bien el artículo 50 del TRRL tiene carácter básico. En cuanto al con-
tenido mínimo poco puede observarse. Ya hemos señalado que la necesidad de indicar el lugar, que arranca del artículo 97 del Ley Municipal de 2 de 
octubre de 1877, tiene que ver con la publicidad de las sesiones, y, por consiguiente, con la seriedad y el prestigio de la propia entidad; la fecha y la hora 

60  J.L. RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ

62  J.M. RODRÍGUEZ ÁLVAREZ

profundización en la capacidad de gestión de los Entes Locales. En realidad se trata del documento aprobado por la Comisión Ejecutiva de la F.E.M.P. el 24 de septiembre 

con las fuerzas políticas con representación parlamentaria, informados favorablemente por el Pleno de la Comisión Nacional de Administración Local el 22 de abril de 1998, 
dictaminados favorablemente por el Consejo de Estado en junio de 1998, aprobados como Proyectos de Ley por el Consejo de Ministros de 17 de julio de 1998; aprobados 

63  V. artículo 99.2 ROF.

64  La LALA solo amplia los supuestos de mayoría absoluta. Las sentencias del TC núm. 33/1993 y 331/1993 declararon inconstitucionales la amplicación de su-

65  R.A. ARNANZ DELGADO, Del acta municipal, Bayer, 1ª Ed., Barcelona, 1971.

66  Efectivamente la regulación del acta se encuentra los arts. 50 del TRRL y 109 del ROF.
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nuestra ley, escepto que se desee constatar que los munícipes son diurnos, vespertinos o nocherniegos en sus deliberaciones y acuerdos; hacer constar los 

e indicación del sentido de los votos y los acuerdos adoptados, así como aquellas otras incidencias acaecídas o detalles que se consideren necesarios 

El último párrafo del número 1 del artículo 132 de la LALA es bastante más controvertido en la práctica. Señala E. Corral García67

de los variopintos problemas que el feliz acceso a la democracia planteó y aun hoy, en menor medida, subsiste, es el de la redacción de las actas. El 
idílico y rutinario transcurrir de la época, por algunos conocida como la ‘Oprobiosa’, se vio absolutamente alterado por la irrupción del parlamentarismo 
municipal. Los plenos eran, y aún lo son, Parlamentos locales. La megafonía mecánica y política arrasó algunos muros y uno de ellos fue la normativa 
legal en cuanto a la forma de redactar las Actas. Incluso hubo quien discutió la titularidad de esta función. La libre apreciación del Secretario, la síntesis 

Libro de Actas no es un diario de sesiones, 
es un libro de acuerdos, pero la equiparación Pleno versus Parlamento ha llevado pareja esta disfunción que ha hecho difuminar el verdadero carácter 
del Libro de Actas. Nada de esto ocurre con el Libro de Decretos y Resoluciones del Presidente de la Corporación. 

cómo debe redactar las escrituras, testamentos, las actas judiciales y en general todos aquellos documentos en que la fe pública es necesaria... el ejercicio 

-
rias de carácter urgente que, necesariamente, se inician con el pronunciamiento del Pleno sobre la urgencia.

El artículo 80.3 del ROF establece que a la convocatoria de las sesiones se acompañará el orden del día comprensivo de los asuntos a tratar y los 
borradores de actas de sesiones anteriores

No es necesaria, pues, la lectura del acta de la sesión anterior con carácter previo a su aprobación tal y como requería el artículo 237 del ROF de 
1952. No obstante, si el acta no se distribuye con anterioridad será forzosamente necesaria su lectura. Así lo recuerda el artículo 132.2 LALA, cuando 
dispone:

En primer lugar es preciso recordar que la aprobación del acta en nada afecta a los acuerdos que se contienen en ella. El acta no tiene ninguna 

68, no es la de 
los acuerdos adoptados que han nacido ya a la vida del Derecho desde el momento de su adopción, y que son inalterables en cuanto al fondo, sino la 

9 de febrero de 1996, discurre con claridad en relación a la verdadera naturaleza del acta de la sesión, señala la Sala:

se levante acta por el Secretario para documentar las personas que hayan intervenido, las circunstancias de lugar y tiempo en el que se ha celebrado, 

-

Es decir, el acuerdo de aprobación del acta de una sesión podrá ser objeto de impugnación cuando la pretensión, dirigida a la anulación de la 

de los acuerdos que incorpora. Pero no cabe impugnar la aprobación del acta de la sesión, cuando el motivo central de la impugnación es la nulidad de 

67  E. CORRAL GARCÍA
Local.

68  NÚÑEZ RUIZ
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En segundo lugar es oportuno señalar, como ya hemos advertido, que el orden del día de la sesión establece los asuntos sobre los que se va 
a deliberar y votar, y la aprobación del acta no es objeto de debate y deliberación, aunque sí de votación. De manera que es posible defender que la 
aprobación del acta de la sesión anterior no debería formar parte del orden día strictu sensu. En alguna ocasión, así lo ha manifestado la sentencia del 

-
.

-

asunto más a tratar ni se precisa una especial preparación doctrinal o fáctica para afrontar dicha aprobación.

El acta se remite a los miembros del órgano colegiado únicamente para que estos puedan formular observaciones. Si se producen observaciones 

podemos estar ante un tipo penal de falsedad en documento público, recogido en el Código Penal 

Si, por el contrario, se sostiene que el acuerdo no se adoptó, a pesar de que el resto de la corporación así lo declara y aprueba, no cabe sino la 
impugnación del acuerdo en la vía jurisdiccional que corresponda, pero no la impugnación del acta de la sesión. 

«las Corporaciones locales 

; y en los mismos términos se pronuncia el artículo 218.1 del ROF. La remisión a la legislación 
estatal sitúa actualmente la cuestión en la LPAC. 

de los asuntos que fueron tratados en la sesión anterior y del orden en que se tramitaron.

El artículo 8.3 del Reglamento Orgánico del Ayuntamiento de Algete acertadamente señala que, en el momento de la aprobación del acta de la 
sesión anterior, únicamente es posible corregir errores materiales. En todo caso, habría que añadir, los errores materiales siempre pueden ser corregidos. 
No necesariamente han de ser corregidos en el momento de la aprobación del acta. 

narración, síntesis inadecuada o poca claridad de conceptos. 

directamente el . De otra parte, la claridad es un concepto con complejas implicaciones. 

El artículo 86 del Reglamento Orgánico del Pleno del Ayuntamiento de Málaga ofrece una regulación adecuada de la forma de proceder en rela-

-

Es oportuno, en cualquier caso, contar con criterios claros de actuación en materia de redacción de las actas y de su corrección. Hay que tener en 
cuenta, como decimos al estudiar las actas, que el acta de una sesión no es un diario de sesiones. Sin embargo lleva camino de convertirse en un remedo 

69 regula esta materia de 
siguiente forma:

grabaciones magnetofónicas

69  , número 63, de 4 de junio de 2003.
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Esta obsesión por la trascripción literal puede eliminar la formulación de observaciones en el momento de la aprobación de acta pero, sin duda, 

a todo el contenido de acta. El Secretario da fe de los acuerdos y de las circunstancias en que se adoptaron y nada más. La Sentencia de la Audiencia 
70

diciembre de 2003 fuera constitutivo de imputación delictiva alguna con evidente intromisión ilegítima al derecho al honor, tomando en consideración 
el marco y las circunstancias en que todo ello se produjo al reconocer la demandada en el acto de juicio que, lo que recogía el acta no era lo que se 

vecino puede decir lo que quiera y, sin que hubiera actuado con la intención de vilipendiar, aunque sí con la intención de criticar al demandante-ape-

el Secretario del Ayuntamiento tiene la consideración de personaje público, al incluir dicha categoría, desde luego, a funcionarios, que tienen el deber 
de soportar que sus actuaciones en el ejercicio de sus cargos y funciones se vean sometidos al escrutinio de la opinión pública y, en consecuencia, a 
que se divulguen expresiones sobre lo que digan o hagan en el ejercicio de sus funciones siempre que tengan una relación directa y evidente con el 

destinatario u ofendido, siendo la tesis contraria hasta marginante de la presunción de inocencia, circunstancia acontecida en el presente procedimien-
to, pues tales particulares no han sido acreditados en virtud de elemento probatorio que hubieran repercutido en su honor al difamarle (actos indignos) 
o desmerecerle (circunstancias atentorias a su prestigio profesional, personal o laboral), ya que los testigos presentados por ambas partes no pueden 
ser tomados en consideración al cuestionarse su propia imparcialidad, pues una gran mayoría de los que depusieron en el acto de juicio fueron objeto 

tengan entidad bastante para que pudiera superar la cobertura constitucional de la libertad de expresión y que pudieran interpretarse como un evidente 

votaron en contra, por lo que las supuestas expresiones manifestadas por el demandado-apelado no fueron de una entidad tal, que condicionara el 

Las observaciones al acta de la sesión anterior, según el artículo 237.2 del ROF de 1952, únicamente podían realizarlas los miembros que toma-
ron parte en la adopción de los acuerdos. Es decir, aquellos que estuvieron presentes en la sesión cuya acta es objeto de aprobación.

El artículo 91 del ROF vigente dispone, sin embargo, que las sesiones comenzarán preguntando el Presidente si algún miembro de la Corporación 
tiene que formular alguna observación al acta de la sesión anterior. Admite, pues, que cualquier miembro pueda realizar observaciones, con indepen-
dencia de que haya asistido o no a la sesión.

que, tradicionalmente, solo podían realizar observaciones al acta los miembros de la corporación que concurrieron a la sesión en cuestión —criterio que 

que estuviesen presentes en la sesión que conoce la deliberación y votación del acta, con independencia de que se hubiese o no asistido a la sesión a la 
que corresponde el acta. 

Este criterio, jurídicamente impecable, del ROF de 1952, que distinguía entre posibilidad de formular observaciones al acta —los concejales que 
realmente asistieron a la sesión— y posibilidad de votar el acta de sesión —todos los miembros de la corporación que se encuentren presentes cuando 

. 

esenciales son la competencia, la forma y la voluntad. No debe confundirse el órgano con el cargo. La teoría del órgano permite la distinción que se 
realiza. Mientras el órgano permanece, el soporte del órgano que ocupa el cargo —las personas físicas: concejales o diputados—, varía de acuerdo a la 
forma de elección o sustitución. El órgano es una institución que comprende un cúmulo de funciones y las personas llamadas a ejercerlas. Ese complejo 

sus órganos. 

Efectivamente, el órgano colegiado es independiente de las personas físicas que lo integran. Los acuerdos se imputan al órgano no a los elementos 
personales que lo integran. Para José Antonio Trevijano Fos71 la aprobación de las actas:

así: 

Muchos reglamentos orgánicos de entidades locales vigentes en la actualidad mantienen el sistema del ROF de 1952. El artículo 86 del Reglamento 
Orgánico del Pleno del Ayuntamiento de Málaga, que acabamos de transcribir, reconoce únicamente a los miembros que tomaron parte en la adopción 
de los acuerdos la posibilidad de solicitar aclaraciones sobre el acta; y la resolución de las aclaraciones a todos los miembros que conforman el Pleno.

Esta interpretación, sin embargo, como muy bien señalaba Manuel Jesús Núñez Ruiz72, «en un orden natural, resulta un tanto anómalo, pues mal 
pod

70  En la Asamblea vecinal de Navadijos (Ávila), cuyo punto inicial del orden del día era precisamente, la lectura y aprobación del acta de la sesión 
anterior, tras la cual, el demandado había invocado no estar de acuerdo con la misma, transcribiendo el Secretario en el acta: Gaspar dice que no está de 

-
tida a votación, es aprobada por mayoría 12 votos frente a 9 en contra. El Secretario se sintió lesionado en su honor, al haber sido acusado de falsear el acta 
de octubre de 2003 y ejercicio la acción declarativa relativa a la protección del derecho al honor, intimidad y propia imagen. La Audiencia no concedió valor 
probatorio a las acusaciones vertidas en el acta.

71  GARCÍA TREVIJANO FOS

72  NÚÑEZ RUIZ
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Efectivamente, muchos miembros de las entidades locales no terminan de entender este planteamiento. Incluso algún autor sostiene que no pue-
73, 

dice al respecto:

«Quienes pueden formular observaciones y votar respecto a la aprobación del acta son únicamente los miembros de la Corporación que hubie-

«se aprueba por unani-

de hecho que puedan advertirse en la redacción del acta, si se trata aclarar lo que se haya escrito con oscuridad, cualquier miembro de la corporación que 
haya leído con detenimiento el acta —con independencia de asistiera o no a la sesión— puede formular observaciones. Esa es la interpretación correcta 
que hay que dar al artículo 91 del ROF cuando dispone que 

. Efectivamente cualquier miembro 
puede formular las observaciones que considere oportunas.

En realidad lo que ocurre es que la aprobación del acta de la sesión anterior no es un asunto del Pleno, en sentido estricto. Precisamente por ello 

estudio, informe o consulta de los asuntos que han de ser sometidos a la decisión del Pleno por parte de la Comisión correspondiente, si se tratase de un 
asunto plenario. La actividad preparatoria de la aprobación del acta de la sesión anterior tampoco tiene nada que ver con la actividad preparatoria del 

En la medida en que el acuerdo de aprobación del acta de la sesión anterior se convierte en un asunto más del Pleno —o del órgano colegiado que 
corresponda— pasa a ser un asunto más del debate y la estrategia política. Es obvio que el debate y la estrategia política conocen y obedecen a razones 

parlamentario, en general, el sistema de aprobación de las actas no funciona así. Las actas de las asambleas parlamentarias se entienden aprobadas por 
el mero transcurso del plazo establecido para ello sin que se produzcan reclamaciones.

El artículo 65 del Reglamento del Congreso de los Diputados74 ilustra un régimen diferente sobre la aprobación de las actas de un órgano polí-
ticamente representativo.

Es una cuestión recurrente, pero necesaria, las actas de una sesión se aprueban en la siguiente. Es indiferente que se trate de sesiones ordinarias, 
75, cuando nos advierte que el artículo 91.1 ROF:

73  BLANQUER CRIADO, V.: El régimen de funcionamiento de los órganos colegiados. Base de datos de la editorial Tirant lo Blanch.
74  Resolución de 24 de febrero de 1982 por la que se ordena la publicación en el  del nuevo Reglamento del Congreso de los 

Diputados, de 10 de febrero de 1982.
75  BLANQUER CRIADO, V.: El régimen de funcionamiento de los órganos colegiados. Base de datos de la editorial Tirant lo Blanch.


